Gara, 31 de octubre de 2008 

Informe de la ONU: La ONU reprocha al Estado español incumplir sus recomendaciones contra la tortura

El Comité de Derechos Humanos de la ONU, reprocha en su informe al Estado español el no tomar "medidas suficientes para asegurar la erradicación definitiva" de la tortura. Asimismo, se muestra "preocupado" por el mantenimiento del régimen de incomunicación o por las "restricciones" de la libertad de expresión y asociación.
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GINEBRA-. El Comité, en su informe datado en octubre de 2008, considera que el Estado español restringe varios derechos fundamentales de los ciudadanos.

Expresa su preocupación por el "alcance potencialmente excesivo de las definiciones de terrorismo" que, a su juicio, "podrían dar lugar a la violación de varios derechos". Por ello, aconseja que modifique dos artículos del Código Penal para "limitar su aplicación a las infracciones que revistan indiscutiblemente un carácter terrorista y merezcan que se las trate en consecuencia".

Asimismo, la ONU recuerda que continúan denunciándose casos de tortura, y asegura que Madrid "no parece haber elaborado una estrategia global, ni haber tomado medidas suficientes para asegurar la erradicación definitiva de esta práctica". "Todavía no ha adoptado un mecanismo eficaz de prevención de la tortura", asegura.

Por otra parte, el Comité trata también el régimen de incomunicación que aplica el Gobierno de Madrid sobre los detenidos "tratándose de delitos de terrorismo y bandas organizadas, que puede llegar a ser de 13 días, y por el hecho de que las personas interesadas no tienen derecho a elegir a su propio abogados". Además, señala que "el Comité no comparte la opinión del Estado parte en cuanto a la necesidad de mantener el régimen de incomunicación". "Este régimen puede propiciar los malos tratos y lamenta que se mantenga", sentencia.

También critica el informe el "empleo de la duración de la pena aplicable como criterio para determinar la duración de la prisión provisional, y por el hecho de que la prisión provisional pueda prolongarse hasta cuatro años".

La ONU cree asimismo que el Estado español debería restringir la aplicación del "secreto de sumario" con el fin de salvaguardar "que las partes dispongan del tiempo y las facilidades necesarias para la preparación de sus alegatos, para lo cual deben tener acceso a los documentos necesarios a esta finalidad".

Por último, el Comité asegura que "las acciones judiciales ante la Audiencia Nacional por delitos de asociación o colaboración con grupos terroristas podrían restringir de modo injustificado la libertad de expresión y de asociación".

http://www.gara.net/azkenak/10/104309/es/La-ONU-reprocha-Estado-espanol-incumplir-recomendaciones-contra-tortura 

Terra – EFE, 31 de octubre de 2008 

ONU pide que suprima la detención incomunicada y derogue la Ley de Amnistía

El Comité de Derechos Humanos de la ONU cree que España no ofrece todas las garantías procesales a algunos detenidos por terrorismo e insta a que considere la derogación de la Ley de Amnistía de 1977.

También pide que se prevea la creación de una comisión independiente encargada restablecer la verdad histórica sobre las violaciones de los derechos humanos durante la Guerra Civil.

Estas son las principales conclusiones emitidas hoy por el órgano de expertos independientes que supervisa la aplicación del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos por cada Estado parte, y que la semana pasada analizó el informe presentado por España.

Aunque los expertos consideran que España ha hecho avances y adoptado algunas medidas tendentes a mejorar la detención en las cárceles, siguen preocupando aspectos como el régimen de detención incomunicada para delitos de terrorismo y bandas organizadas.

'El Comité no comparte la opinión del Estado parte en cuanto a la necesidad de mantener el régimen de incomunicación en aras del 'interés de la justicia' y entiende que puede propiciar malos tratos', señalan, por lo que pide su supresión, así como se reconozca a todos los detenidos el derecho a la libre elección de un abogado.

'En España, la definición de terrorismo es demasiado amplia y poco precisa, de manera que se puede decir que es amenazante para la causa de la defensa. Están de alguna manera amenazadas las garantías procesales con el régimen de incomunicación y las limitaciones a la elección de abogado', dijo a Efe el presidente del Comité, Rafael Rivas Posada.

'Creemos que aunque el diálogo ha sido muy positivo y se han registrado avances, hay un terreno grande para una mejoría', especialmente en relación a las garantías procesales, agregó.

España 'debería prever la modificación de los artículos 572 a 580 del Código Penal para limitar su aplicación a las infracciones que revistan indiscutiblemente un carácter terrorista', señalan las conclusiones.

También piden que se limite la aplicación de la prisión preventiva y que elimine el secreto de sumario, así como que se generalice la grabación con cámaras de los interrogatorios.

Otro punto de preocupación en este sentido se refiere a la 'necesidad de que España garantice plenamente la doble instancia penal', es decir, el derecho a que un fallo condenatorio sea sometido a un tribunal superior.

En ese sentido, la delegación española se refirió a la reforma de la Ley Orgánica del Poder Judicial por la que se habilita una nueva sala 'de apelación' en la Audiencia Nacional.

También expresa el Comité su preocupación por que 'siguen denunciándose casos de torturas y el Estado parte no ha adoptado un mecanismo eficaz de prevención de la tortura'.

Durante el examen del informe, un miembro del comité expuso que entre 2001 y 2007, 5.032 personas fueron víctimas de torturas o malos tratos en España, una cifra que fue rebatida por la delegación española.

'Nosotros expusimos que esas cifras no coincidían con las nuestras ni con las que tiene Amnistía Internacional y Human Rights Watch', dijo un miembro de la delegación.

Acerca de las violaciones de los derechos humanos durante la Guerra Civil, el Comité acoge con satisfacción la Ley de la Memoria Histórica y saluda la reciente decisión de la Audiencia Nacional de examinar la cuestión de los desaparecidos.

Pero recuerda que 'los delitos de lesa humanidad no prescriben' por lo que pide a España que considere la derogación de la Ley de Amnistía de 1977.

También, que una comisión de expertos independientes establezca la verdad histórica y que se permita a las familias que 'identifiquen y exhumen los cuerpos de las víctimas, y se las indemnice'.

En el terreno de la inmigración, el Comité expresa su preocupación especialmente por los menores no acompañados y la necesidad de que dispongan de asistencia jurídica.

Y respecto a la violencia contra la mujer, considera que España 'debe intensificar sus esfuerzos' para combatirla.

'Aunque el Comité toma nota de las medidas adoptadas por el Estado parte para combatir la violencia contra la mujer, así como de su intención de aumentar el número de tribunales especializados en la materia... no se han tomado medidas eficaces para alentar a las mujeres a denunciar los hechos, señalan.

La primera gran queja hacia España se refiere al hecho de que durante 12 años no se haya sometido al examen de este órgano sin poder decisorio.

http://actualidad.terra.es/nacional/articulo/onu-ley-amnistia-2856279.htm 

Publico, 31 de octubre de 2008 

La ONU respalda la decisión de Garzón de buscar a los desaparecidos y pide la eliminación de la Ley de Amnistía

•     El Comité de Derechos Humanos de la ONU cree que España no ofrece todas las garantías procesales a algunos detenidos por terrorismo e insta a que considere la derogación de la Ley de Amnistía de 1977.

•     Siguen preocupando aspectos como el régimen de detención incomunicada 

•     "No ha adoptado un mecanismo eficaz de prevención de la tortura" 

•     La comisión de la ONU también pide la eliminación del secreto de sumario 

EFE - GINEBRA - 31/10/2008 14:23

El Comité de Derechos Humanos de la ONU cree que España no ofrece todas las garantías procesales a algunos detenidos por terrorismo e insta a que considere la derogación de la Ley de Amnistía de 1977.

También pide que se prevea la creación de una comisión independiente encargada restablecer la verdad histórica sobre las violaciones de los derechos humanos durante la Guerra Civil. 

Estas son las principales conclusiones emitidas este viernes por el órgano de expertos independientes que supervisa la aplicación del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos por cada Estado parte, y que la semana pasada analizó el informe presentado por España.

Aunque los expertos consideran que España ha hecho avances y adoptado algunas medidas tendentes a mejorar la detención en las cárceles, siguen preocupando aspectos como el régimen de detención incomunicada para delitos de terrorismo y bandas organizadas.

"El Comité no comparte la opinión del Estado en cuanto a la necesidad de mantener el régimen de incomunicación en aras del 'interés de la justicia' y entiende que puede propiciar malos tratos", señalan, por lo que pide su supresión, así como se reconozca a todos los detenidos el derecho a la libre elección de un abogado.

"En España, la definición de terrorismo es demasiado amplia y poco precisa, de manera que se puede decir que es amenazante para la causa de la defensa. Están de alguna manera amenazadas las garantías procesales con el régimen de incomunicación y las limitaciones a la elección de abogado", dijo el presidente del Comité, Rafael Rivas Posada.

"Creemos que aunque el diálogo ha sido muy positivo y se han registrado avances, hay un terreno grande para una mejoría", especialmente en relación a las garantías procesales, agregó.

España "debería prever la modificación de los artículos 572 a 580 del Código Penal para limitar su aplicación a las infracciones que revistan indiscutiblemente un carácter terrorista", señalan las conclusiones.

También piden que se limite la aplicación de la prisión preventiva y que elimine el secreto de sumario, así como que se generalice la grabación con cámaras de los interrogatorios.

También expresa el Comité su preocupación por que "siguen denunciándose casos de torturas y el Estado parte no ha adoptado un mecanismo eficaz de prevención de la tortura".

Acerca de las violaciones de los derechos humanos durante la Guerra Civil, el Comité acoge con satisfacción la Ley de la Memoria Histórica y saluda la reciente decisión de la Audiencia Nacional de examinar la cuestión de los desaparecidos.

Pero recuerda que "los delitos de esa humanidad no prescriben" por lo que pide a España que considere la derogación de la Ley de Amnistía de 1977.

También, que una comisión de expertos independientes establezca la verdad histórica y que se permita a las familias que "identifiquen y exhumen los cuerpos de las víctimas, y se las indemnice".

En el terreno de la inmigración, el Comité expresa su preocupación especialmente por los menores no acompañados y la necesidad de que dispongan de asistencia jurídica.

Y respecto a la violencia contra la mujer, considera que España "debe intensificar sus esfuerzos" para combatirla.

http://www.publico.es/espana/169907/onu/espana/garzon/desaparecidos/amnistia?pagCom=2#comentarios  

Diario ADN, 31 de octubre de 2008 

La ONU respalda el proceso de Garzón e insta a abolir la ley de Amnistía de 1977

El Comité recuerda que "los delitos de lesa humanidad no prescriben" y pide que se permita a las familias que "identifiquen y exhumen los cuerpos de las víctimas, y se las indemnice"

EFE - Ginebra | 

El Comité de Derechos Humanos de la ONU acoge con satisfacción la Ley de la Memoria Histórica y saluda la reciente decisión del juez de la Audiencia Nacional, Baltasar Garzón, de examinar la cuestión de los desaparecidos.

Sin embargo, recuerda que "los delitos de lesa humanidad no prescriben" por lo que pide a España que considere la derogación de la Ley de Amnistía de 1977.

También, que una comisión de expertos independientes establezca la verdad histórica y que se permita a las familias que "identifiquen y exhumen los cuerpos de las víctimas, y se las indemnice".

Inmigración y violencia machista 

En el terreno de la inmigración, el Comité expresa su preocupación especialmente por los menores no acompañados y la necesidad de que dispongan de asistencia jurídica.

Y respecto a la violencia contra la mujer, considera que España "debe intensificar sus esfuerzos" para combatirla.

"Aunque el Comité toma nota de las medidas adoptadas por el Estado parte para combatir la violencia contra la mujer, así como de su intención de aumentar el número de tribunales especializados en la materia... no se han tomado medidas eficaces para alentar a las mujeres a denunciar los hechos, señalan.

La primera gran queja hacia España se refiere al hecho de que durante 12 años no se haya sometido al examen de este órgano sin poder decisorio.

Terrorismo

El Comité cree que España no ofrece todas las garantías procesales a algunos detenidos por terrorismo e insta a que considere la derogación de la Ley de Amnistía de 1977.

Estas son las principales conclusiones emitidas hoy por el órgano de expertos independientes que supervisa la aplicación del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos por cada Estado parte, y que la semana pasada analizó el informe presentado por España.

Aunque los expertos consideran que España ha hecho avances y adoptado algunas medidas tendentes a mejorar la detención en las cárceles, siguen preocupando aspectos como el régimen de detención incomunicada para delitos de terrorismo y bandas organizadas.

"El Comité no comparte la opinión del Estado parte en cuanto a la necesidad de mantener el régimen de incomunicación en aras del 'interés de la justicia' y entiende que puede propiciar malos tratos", señalan, por lo que pide su supresión, así como se reconozca a todos los detenidos el derecho a la libre elección de un abogado.

"En España, la definición de terrorismo es demasiado amplia y poco precisa, de manera que se puede decir que es amenazante para la causa de la defensa. Están de alguna manera amenazadas las garantías procesales con el régimen de incomunicación y las limitaciones a la elección de abogado", dijo a Efe el presidente del Comité, Rafael Rivas Posada.

"Creemos que aunque el diálogo ha sido muy positivo y se han registrado avances, hay un terreno grande para una mejoría", especialmente en relación a las garantías procesales, agregó.

España "debería prever la modificación de los artículos 572 a 580 del Código Penal para limitar su aplicación a las infracciones que revistan indiscutiblemente un carácter terrorista", señalan las conclusiones.

Eliminación del secreto de sumario

También piden que se limite la aplicación de la prisión preventiva y que elimine el secreto de sumario, así como que se generalice la grabación con cámaras de los interrogatorios.

Otro punto de preocupación en este sentido se refiere a la "necesidad de que España garantice plenamente la doble instancia penal", es decir, el derecho a que un fallo condenatorio sea sometido a un tribunal superior.

En ese sentido, la delegación española se refirió a la reforma de la Ley Orgánica del Poder Judicial por la que se habilita una nueva sala "de apelación" en la Audiencia Nacional.

También expresa el Comité su preocupación por que "siguen denunciándose casos de torturas y el Estado parte no ha adoptado un mecanismo eficaz de prevención de la tortura".

Durante el examen del informe, un miembro del comité expuso que entre 2001 y 2007, 5.032 personas fueron víctimas de torturas o malos tratos en España, una cifra que fue rebatida por la delegación española.

"Nosotros expusimos que esas cifras no coincidían con las nuestras ni con las que tiene Amnistía Internacional y Human Rights Watch", dijo un miembro de la delegación.

http://www.adn.es/mundo/20081031/NWS-1830-memoria-historica-espana-onu.html   
